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DESPLAZAMIENTO FORZADO Y REINSERCIÓN: FACTORES  DE INCIDENCIA EN LA 
INSEGURIDAD URBANA  
Carlos Alberto Montenegro Maya 
Resumen:  
 
El trabajo plantea una hipótesis sobre los factores que convergen en la situación de 
inseguridad urbana, especialmente en la ciudad de Bogotá, D.C. como, por ejemplo, el flujo de 
población desplazada y/o los desmovilizados o reinsertados provenientes de grupos al margen de 
la ley. Pero no me extenderé en este problema; la finalidad del trabajo es analizar  la posible 
incidencia que puede tener en la inseguridad urbana la población en referencia. 
No afirmo que estos segmentos poblaciones sean determinantes para señalarlos como 
únicos culpables de la inseguridad en las ciudades, aun cuando no descarto que puede ser una 
posibilidad, especialmente por los desmovilizados y/o reinsertados.   
Baso mi hipótesis de la carencia de fuentes estadísticas de entidades gubernamentales que 
hayan hecho estudios verificables sobre esta problemática.   
Palabras claves: Inseguridad, seguridad, urbana, desplazamiento forzado, reinsertados.  
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Introducción 
El propósito de este documento es analizar si el fenómeno del desplazamiento forzado y las 
personas que han abandonado las filas de los grupos al margen de la ley pueden ser factores de 
incidencia en la inseguridad de  las grandes ciudades, especialmente en Bogotá, D.C., resido, lo 
cual ha permitido percibir de cerca el fenómeno creciente de inseguridad.   
No es el propósito de este ensayo entrar a fondo sobre la problemática social recurrente 
sobre desplazamiento forzado o grupos disidentes al margen de la ley; mi interés se orienta a 
conocer si basado en estas problemáticas, pueden ser un factor convergente en la inseguridad 
urbana, fenómeno que en los últimos años ha adquirido proporciones que van más allá de lo 
normal, teniendo en cuenta que el fenómeno se aparta, por las características del conflicto 
interno, que difieren de lo que comúnmente se conoce como inseguridad urbana.  
El problema del éxodo de población de un buen número de municipios colombianos, 
especialmente de población rural  hacia las grandes ciudades, unido a las condiciones de pobreza 
extrema, característica sui géneris de estas personas, ha provocado que los niveles de inseguridad 
urbana se hayan acrecentado al no tener otra forma de sobrevivencia que recurrir a actos 
delictivos. 
No se trata de afirmar que sean los únicos causantes del fenómeno de inseguridad, pues en 
ésta intervienen otros agentes, pero debido a las condiciones adversas en que deben 
desenvolverse en las metrópolis del país, entre ellas la ciudad de Bogotá, o incluso medianas y 
pequeñas,  puede ser un factor de incidencia en esta problemática. 
Unido a la situación de desplazamiento se presenta otro fenómeno, y son los hombres y 
mujeres que han abandonado las filas de los grupos narcoterroristas y que mediante los 
programas de gobierno se han reinsertado en la sociedad. 
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Ambos grupos de población son en su gran mayoría personas acostumbradas, los primeros, 
a labores agropecuarias y el segundo a actividades delictivas con que fueron entrenados durante 
su permanencia en las filas subversivas y por consiguiente tienen la experiencia suficiente para 
cometer actos ilícitos, dirigirlos y gozar del usufructo de los bienes ajenos.   
La justificación del presente trabajo se orienta a analizar si por el desplazamiento forzado 
en Colombia debido al conflicto interno que desde hace varias décadas sufre el país, la seguridad 
de los ciudadanos se ha visto afectada por este fenómeno. 
En lo que respecta a datos cuantitativos sobre el número de personas en desplazamiento, 
estos no son muy actualizados, lo cual indudablemente ha variado al presente año. Sin embargo, 
aun cuando el fenómeno de desplazamiento forzado ha disminuido, no ha sido significativo para 
asegurar que este ha sido resuelto en forma satisfactoria pero, contrario a esto, las cifras de 
reinsertados se han elevado. 
El desplazamiento forzado es una de las formas más graves contra los derechos humanos y 
el derecho internacional humanitario;  las consecuencias que se derivan de este fenómeno han 
sido estudiadas por profesionales y arrojan datos cualitativos y cuantitativos, que permiten tener 
un adecuado conocimiento sobre las condiciones socio-económicas relacionados con este tipo 
población.  
Por consiguiente, el interés del presente trabajo, es conocer si las condiciones en  las que 
deben desenvolverse y sobrevivir este tipo de población en las grandes ciudades,  inciden de una 
u otra manera en la inseguridad  de las mismas, específicamente en Bogotá, donde se ha  elevado 
en forma alarmante y ha obligado a las autoridades a tomar medidas especiales. 
Aun cuando la Policía Nacional, encargada de guardar la seguridad urbana no ha ahorrado 
esfuerzos para contrarrestar el problema de la inseguridad urbana, la mayor parte de las medidas 
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que deben tomarse no se concretan y las propuestas se limitan únicamente a publicarlas en los 
medios masivos de comunicación. 
Por lo tanto, el objetivo de este documento es determinar si el desplazamiento forzado y la 
reinserción de personas que han pertenecido a grupos subversivos, son factores de incidencia en 
la inseguridad urbana. 
Por otra parte, para un profesional especializado en el tema de seguridad, es necesario 
analizar los factores que pueden incidir para que esta situación de confianza se revierta y pase a 
ser de inseguridad, contra la vida y los bienes de los ciudadanos.  Es decir, debe agotar en su 
estudio todas las posibles causas que afectan a las personas en sus propiedades tangibles, 
haciendo un pormenorizado análisis de quienes posiblemente cometen los ilícitos, obligados por 
situaciones especiales de carencia para sobrevivir  y que no pertenecen a bandas tradicionales de 
criminales urbanos, con el propósito hipotético de señalarlos o excluirlos de la problemática de 
inseguridad urbana. Hipotético, por cuanto se carece de fuentes fidedignas en que apoyar una 
información positiva o negativa del fenómeno en cuestión, pero si puede ser una causa 
convergente en el mismo.   
Desarrollo 
Valoración de la inseguridad urbana 
Un concepto  sobre la inseguridad, la presenta Vueanello, R. (2005: 138), al afirmar que 
“los cambios estructurales profundos de las últimas décadas que  han caracterizado a varios 
países latinoamericanos, se observan en la actualidad a través de la profundización de las 
desigualdades sociales, económicas y políticas”. 
En efecto, el cambio de valores, donde se prioriza el mercado sobre el valor de lo humano 
ha fragmentado los tejidos del orden social y en especial a cada uno de sus actores. 
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En el espacio social colombiano, la violencia se introduce como fenómeno que impresiona 
por sus diferentes manifestaciones y ámbitos de desarrollo, se trata de un fenómeno nuevo, si se 
considera la historia del país, donde la agresividad aflora en las relaciones interpersonales. 
“La gravedad e intensidad de su presencia en la cotidianidad del espacio urbano, expresa su 
carácter social al resultar la expresión de conflictos sociales y económicos a los que responde” 
Vueanello, R., (2005: 139).   
En las condiciones actuales es posible sostener que la violencia se alberga en la vida 
cotidiana expresándose en espacios de lucha por la dominación, convirtiendo al prójimo en un 
enemigo, un contrario al que forzosamente se subordina por el miedo ante lo que puede 
sobrevenirle. 
Esta creciente vulnerabilidad social constituye un ambiente propicio para el aumento de la 
delincuencia surgiendo una crisis de seguridad que resulta una constante en la historia 
contemporánea (Anyar de Castro, 1999). 
La violencia aparece así como un recurso generalizado que legitima la fuerza como medio 
para la resolución de frustraciones y conflictos tanto en el mundo de lo privado como de lo 
público, generando sus propios mecanismos de reproducción que promueve una cultura de 
delincuencia.   
La sensación de desprotección que genera esta circunstancia se traduce en un estado físico y 
mental particular en el orden individual;  se traduce en un sentimiento generalizado en el cual los 
ciudadanos perciben que las instituciones no están brindando protección a sus vidas, ni garantías 
a sus actividades diarias,  ni seguridad a sus bienes. 
Este es el sentimiento de inseguridad que afecta a los habitantes de modo distinto a 
cualquier otro hecho traumático.  El factor diferencial está dado por la repetición de los 
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eventos y su difusión por diferentes maneras en la sociedad del mensaje traumatizante 
(medios, comentarios, etc.), lo que lleva a un estado de revictimización constante que actúa 
como refuerzo de los síntomas negativos, al naturalizarse las situaciones y definíserlas 
como normales „porque a todo el mundo le ocurre algo‟ (Vuanello, R., p. 141). 
Resulta interesante estudiar desde esta perspectiva si el miedo es mayor que la probabilidad 
real de ser víctima.  Debido a que las personas transmiten sus experiencias de haber sido víctimas 
de delito a otras, se generaliza el miedo con un alcance amplio por la elaboración delegada de 
este sentimiento que les lleva a reconocerse como víctimas potenciales. 
El miedo y la desprotección también se transmiten por este mecanismo,  la tensión entre la 
realidad criminal y la percepción de la gente ocurre del hecho que la población se forma una 
opinión de la criminalidad a partir de las experiencias que van aconteciendo, donde los medios de 
comunicación juegan un importante papel aumentando la sensación de malestar general.  El 
horror de la violencia urbana, descriptiva y mostrada en sus detalles más escabrosos produce 
indignación moral, alimenta el sentimiento de inseguridad de los habitantes y provoca demanda 
de castigos más drásticos para los victimarios (Vuanello, R., p. 141). 
Valoración de la seguridad urbana 
Es evidente que seguridad como término es amplio, pero poco específico, por lo cual la 
utilización de este vocablo impone que deba acompañarse de otra palabra que clasifique su 
acción o el campo de acción al que quiere hacerse referencia.  Es por ello que aparecen un 
sinnúmero de subdivisiones de la seguridad, por la inevitable necesidad de hacer referencia a un 
área específica en el manejo del tema: Seguridad vial, física, marítima, aérea, indemnizatoria, 
personal, industrial, del hogar, rural, urbana, ferroviaria, nacional, bancaria, comercial, 
residencial y muchísimas más. 
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La amplitud con que se maneja el concepto de seguridad en la época actual, desborda 
cualquier intento que se oriente a especificar aspectos dialécticos o semánticos del tema por el 
solo hecho de mencionar la palabra seguridad, lo que impone la necesidad de efectuar un análisis 
sobre uno de los subtemas, que en este caso se refiere a la seguridad urbana. 
Según Torres (1997, p. 24), la seguridad es el conjunto de principios aplicados a un 
adecuado sistema de protección, unidos a una actitud de obrar en forma lógica y razonable para 
generar una situación o estado de tranquilidad real. 
En este mismo sentido se expresa Portugal, J., (s.f.), en una interesante obra publicada en la 
Web, cuando dice que: “la crisis de la seguridad y su correlativa necesidad de reforma (a pesar de 
su importancia y de la necesidad de un debate en profundidad) han conducido a que, en 
ocasiones, desde los ámbitos de gobierno se formulen recetas simplistas para actuar sobre los 
síntomas y no sobre las causas”. 
Es la necesidad básica de la persona, grupos humanos y un derecho inalcanzable, 
inalienable del hombre, de la sociedad y del Estado. 
Denota: 
-         Confianza.-               Es pensar que no debe pasar nada 
-         Tranquilidad.-           No debe tener amenaza. 
-         Prevención.-             Estar prevenido a todo riesgo. 
-         Protección.-              Tomar medidas preventivas. 
-         Preservación.-          Protegerse, cubrirse de algún riesgo. 
-         Previsión.-                Anticiparse, adelantarse a un hecho. 
-         Defensa.-                  Resguardarse y estar a la defensiva. 
-         Control.-                    Dominar todo tipo de mala reacción. 
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-         Estabilidad.-             Firmeza antes, durante y después de algún riesgo. 
-         Garantía.-                 Que asegura y ampara alguna necesidad- 
Habiendo definido estos conceptos, se puede entonces determinar si el desplazamiento 
forzado y la reinserción de individuos provenientes de los grupos subversivos ha sido un factor de 
inseguridad  para las ciudades colombianas. 
Factores convergentes 
Desplazamiento forzado.  El primer esfuerzo adelantado en el país por sistematizar las 
cifras sobre la población afectada por el desplazamiento fue realizado por la Conferencia 
Episcopal de Colombia, hacia el año 1994. 
La degradación e intensificación del conflicto armado se ve reflejada en el singular aumento 
de personas desplazadas.   
Según el estudio presentado por Díaz, H.,  (2008),  de la Consultoría para los Derechos 
Humanos y el Desplazamiento, Codhes, este informe es, hasta donde se  investigó, el más 
reciente y se encuentra enriquecido con excelentes mapas que muestran los municipios 
expulsores y receptores, los cuales se omiten en el presente ensayo,  por ser un documento  de 
publicación protegido; por consiguiente, se toman solamente algunos apartes de interés para el 
presente estudio, así como de respeto a los deseos del autor.   
Mientras que para 1994 se estimó que 78.000 personas se habían visto obligadas a 
abandonar su lugar de residencia, en el año 2002 la cifra de personas afectadas era de 412.000, el 
punto más alto en la escala de desplazamiento interno en el monitoreo realizado.  Estas cifras 
fueron corroboradas por el estado colombiano, que a través del Sistema Único de Registro reporta 
para el año 2002 a 411.894 personas desplazadas incluidas en dicho sistema. Se estima que entre 
enero y septiembre de 2003 se desplazaron 151.000 personas.  (Red de Solidaridad Social, 2004). 
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Esta afirmación se contradice, puesto que según el Sistema de Información sobre 
Desplazamiento Forzado y Derechos Humanos SISDHES, alrededor de 380.863 personas (76.172 
núcleos familiares), fueron obligadas a abandonar sus lugares de vivienda o trabajo para sumarse 
al universo de víctimas de este delito de lesa humanidad. En el período comprendido entre 1985 y 
2008 (24 años), el desplazamiento forzado afectó a un total aproximado de 4.628.882 personas 
que integran en promedio 925.776 familias (boletín  Número 75 que emitió CODHES el 22 de 
abril de 2009). 
Según Díaz (2008, p. 65), Bogotá sigue siendo una ciudad receptora, pero, en el conjunto de 
municipios receptores, su nivel ha descendido.  Hoy muchas personas no se desplazan hacia las 
grandes y medianas ciudades porque la oferta estatal ha disminuido, y son mayores las 
posibilidades de encontrar una respuesta efectiva en las redes familiares, en la protección 
subsidiaria que brindan en espacios locales ONG internacionales, la Iglesia u ONG locales. 
La verdad sobre el número real de desplazados, no existe; mucha información ha sido 
distorsionada por la violencia misma y junto a este factor, por la inexistencia de un sistema sólido 
y exacto de consolidación de datos. 
La guerra transforma todo. Recibir desplazados en ciudades como Cali, Medellín, Bogotá 
(las cuales no se han visto afectadas por la huida de su gente, pero sin embargo resienten la gran 
crisis social y económica por la que atraviesa el país) se ha convertido en un problema que ha 
llevado incluso a las alcaldías locales a impedir el acceso de éstos a sus ciudades, tema que 
desató múltiples posiciones al respecto. (Kompass, Anders, citado por Lizandro Cabrera s.f.) 
Las tensiones y conflictos rurales se expresan también en las cinco grandes ciudades, 
(Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla, Cartagena) que se constituyen centros regionales, en las 31 
ciudades intermedias que conforman la malla de centros secundarios y en las 21 ciudades 
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pequeñas que conforman los centros de relevo del país. La red urbana es colonizada por los 
emigrantes expulsados del campo y la reconstrucción de lo social y lo político les exige entrar en 
conflicto por la distribución de espacio y oportunidades vitales con las autoridades locales y otros 
grupos urbanos establecidos (Gilibert, G., 2002). 
La población desplazada, en su inmensa mayoría acaba en barrios marginales de grandes o 
medianas ciudades y aún en pequeñas, como lo afirma Díaz (2008), en los que les tocó 
reconstruir sus patrones culturales. El padecer el síndrome del desarraigo trae problemas 
dramáticos en el deterioro de la calidad de vida, unas fuertes y severas consecuencias psico-
sociales y altera el tejido social de la población expulsora y receptora.  
Desmovilizados y Reinsertados 
   Teusaquillo es un tradicional barrio bogotano, de enormes casas antiguas estilo inglés, 
donde habita gente acostumbrada a vivir en medio de la austeridad 'cachaca';  pero la vida del 
barrio ha empezado a cambiar. Por lo menos 17 de esas casas son hoy albergues de 
desmovilizados, los vecinos han protestado. Miran con desconfianza a los casi 700 muchachos 
que se mueven por sus calles, se quejan de que delinquen,  que son alcohólicos y drogadictos; no 
quieren tenerlos allí. La escena se repite en otros barrios y en otras ciudades como Medellín, 
Cúcuta, Cali y, en adelante, ocurrirá seguramente en muchos municipios. (Ruiz, Martha, 2005). 
La desmovilización es un hecho y la sociedad colombiana tendrá que aprender a afrontarlo, 
pues la reincorporación de los ex combatientes, sean guerrilleros o paramilitares, es definitiva 
para la seguridad de las regiones. Cuesta mucho dinero -200.000 millones en 2005- y, en lo 
fundamental, se está haciendo con los impuestos de todos los colombianos. Pero no se trata de un 
simple 'premio a quienes delinquen', como dicen algunos, se trata de un programa que pone a 
prueba la capacidad del gobierno de acabar con la violencia. 
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Entre tanto es la población urbana,  la que debe soportar la problemática de este nuevo flujo 
de población y las consiguientes secuelas,  son pocas las empresas que se arriesgan a emplearlos. 
De acuerdo con las cifras de la Alta Consejería para la Reintegración,  de los 32.000 
miembros actuales del proceso, hay 19.000 trabajando,  pero de éstos, el 70% están en el sector 
informal.  
Como se desprende de una encuesta divulgada por la Confederación Colombiana de 
Cámaras de Comercio y publicada por la Revista Dinero (2005), los empresarios hoy tienen un 
compromiso bajo con el proceso de contratación de desmovilizados, por lo menos el 42% de los 
encuestados manifestó que no le interesa contribuir con este proceso de reintegración a la vida 
civil.  
  Nadie quiere tenerlos, la mayor parte de las empresas se niegan a emplearlos y, según 
ellos, el auxilio que les otorga el gobierno no les alcanza para sus necesidades básicas,  entonces, 
el camino más fácil es la delincuencia. 
Igual sucede con la población desplazada, aunque su participación en actos delictivos es 
baja, ya que se trata de población campesina no acostumbrada a delinquir, la miseria obliga a 
muchas cosas en contra de los principios morales que tenga la persona. 
Retomando el hilo conductor de los desmovilizados y reinsertados, Ángela Rivas, et.al., 
(2007: 1))  presentan la siguiente información: 
Los debates sobre la efectividad o el fracaso del proceso de desarme, desmovilización y 
reinserción adelantado por la administración Uribe y los juicios políticos a sus iniciativas de 
paz han hecho perder de vista los hechos concretos que, en este campo y en los últimos 
años, han tenido lugar en Colombia. Más allá de las críticas que se puedan hacer a la 
manera como se ha llevado a cabo este proceso, lo cierto es que éste se ha traducido en 
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realidades tangibles como los más de 43.500 excombatientes que hoy en día existen en el 
país.  
Según información consolidada por la FIP a 28 de febrero de 2007 en el país se habían 
desmovilizado 43.600 combatientes, 73% de manera colectiva y 27% de manera individual. En 
promedio se han venido desmovilizando 216 personas mensualmente (7 personas diarias 
aproximadamente). Esto significa que la adopción de cualquier medida al respecto debe tener en 
cuenta el curso de un proceso que sigue en marcha y que es imposible detener. 
Los procesos de desmovilización y reinserción iniciados en el país en la década de los 
noventa dejan lecciones importantes frente a este dilema. Vale la pena recordar que en estos 
procesos no se estableció un periodo de tiempo para que quienes dejaran las armas, completaran 
su inserción a la sociedad. Diez años después gobierno y desmovilizados estaban atrapados en un 
proceso que los tenía igualmente insatisfechos y que carecía de un horizonte de terminación. 
Como consecuencia el gobierno nacional y los representantes de los antiguos grupos 
guerrilleros desmovilizados tuvieron que firmar acuerdos de punto final en el 2003 con el 
objetivo de dar por finalizado el proceso de reinserción. 
Los desmovilizados se reintegran en algún espacio social y geográfico concreto, algunos 
regresan a sus municipios de origen, otros se ubican en zonas rurales y algunos más se incorporan 
a la vida de algún centro urbano de mediano o gran tamaño. 
En últimas, conviven en el día a día con otras poblaciones afectadas por el conflicto armado 
o por situaciones de exclusión: desplazados, víctimas, los pobres históricos, etc. Las políticas de 
reintegración pueden causar malestar e indignación 
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Un proceso de desmovilización y reintegración efectivo permitirá romper el círculo vicioso 
que ha alimentado una continua reconversión de los combatientes ilegales de grupo armado a 
grupo armado haciendo del conflicto una guerra inacabable. 
Lo contrario, el fracaso, es retomar el camino de una violencia sin fin donde los 
desmovilizados pueden ser rápidamente rearmados y puestos al servicio de nuevos intereses 
ilícitos. Una guerra eterna donde motivaciones políticas parecen condenadas a ceder paso a la 
lógica de la guerra como oficio. Esta encrucijada entre el principio de la paz y la inercia de la 
guerra es, ni más ni menos, lo que está en juego en el éxito o el fracaso de los planes de 
desmovilización y reintegración (Rivas, Ángela, et. al. p.7). 
Todos estos factores convergen en la dinámica de la inseguridad en las ciudades, población 
desplazada en extrema pobreza la cual se ve a diario en las principales avenidas de la ciudad de 
Bogotá, familias mendigando, que se niegan a devolverse a sus ciudades de origen ante el temor 
de retaliaciones y otro grupo en su mayor parte masculino procedente de los grupos subversivos, 
estos sí,  acostumbrados a actividades criminales bien sea de uno u otro bando. 
En las ciudades colombianas insertas en un contexto nacional determinado por el conflicto 
armado y la presencia grandes de grupos de delincuencia organizada, la seguridad urbana 
constituye un tema fundamental y complejo que requiere ser reflexionado, estudiado y debatido. 
Una aproximación integral a una política pública en la materia debería incluir por lo menos 
dos componentes, el que se relaciona con la acción de las autoridades una vez se han cometido 
los delitos y que, por tanto, se centra en la acción del Estado en materia de política criminal; y el 
que se sitúa en un momento anterior a la comisión de conductas delictivas, en consecuencia, hace 
relación al componente de prevención. En el primer caso, juegan un papel preponderante, en el 
caso de Colombia, las autoridades de policía judicial, la Fiscalía y la justicia penal; y en el 
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segundo, tienen un papel principal las autoridades administrativas locales y las autoridades de 
policía. (Rivas, Á., et. al. p.9). 
En palabras de Roux, C., (s.f., p. 1), “En materia de seguridad urbana se centra en el 
componente preventivo por varias razones: primero, porque es el espacio donde la acción de las 
autoridades locales tienen una incidencia más clara y mayor capacidad de conducir la políticas, y 
segundo, porque desde el punto de vista de la convivencia de la ciudadanía en el contexto urbano 
lo deseable es que los delitos se cometan en la menor cantidad de casos posible, para lo cual, es 
necesario prevenir antes que castigar y reparar. 
Pero, ¿cómo prevenir y castigar a esta inmensa masa que hoy en día pulula por todas las 
ciudades grandes, intermedias o pequeñas de Colombia? 
Máximo Sosso, uno de los más grandes teóricos sobre seguridad urbana, afirma en una de 
sus obras,  que se pueden ubicar tres técnicas básicas de aproximación a la política de seguridad 
urbana:  
“1.    La situacional, se centra en el propósito de reducir al máximo las posibilidades que se 
cometan los delitos mediante la realización de actuaciones sobre situaciones y ambientes -diseños 
urbanos- concretos que persuadan al delincuente de su accionar, a partir del riesgo de ser 
fácilmente descubierto”. 
Difícil de realizar en el medio colombiano, por ejemplo, la ciudad de Bogotá, con casi ocho 
millones de habitantes, y un cuerpo de policía que debe atender múltiples demandas, que rebasan 
su capacidad, (de ninguna manera, por su profesionalismo, sino por el bajo número de sus 
miembros), y a un segmento poblacional con grandes carencias psico-sociales y económicas.   
2.   “La táctica social, trata de vincular la política social a la seguridad urbana. De fondo, 
procura  reducir el fenómeno de desigualdad social que puede jugar como agente causal de los 
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fenómenos delincuenciales y detectar los factores que impulsan a los jóvenes a cometer delitos, 
con el fin de diseñar políticas integrales para desincentivar el vínculo a la actividad delincuencial 
–educación, inversión de tiempo libre, empleo, etc.”.  
El gobierno colombiano, ha centrado gran parte de sus esfuerzos en revertir la situación de 
desplazamiento forzado y de situar en la sociedad a los desmovilizados y reinsertados 
provenientes de grupos narcoterroristas, creando leyes y programas especiales para tal efecto. 
3.   “La táctica comunitaria, complementa la visión situacional con acciones orientadas a la 
comunidad o vecindario a través de la motivación del control social, de la participación 
ciudadana. Desde diferentes perspectivas, esta técnica busca fortalecer los tejidos comunitarios 
con el fin de incrementar su participación en el control de la criminalidad a través de una 
cohesión social motivada también por una relación fluida con las autoridades de policía”. 
Existen las ONG, (no políticas), comunidades eclesiales y otras afines, que buscan ayudar y 
situar esta población dentro de la sociedad.   
“Por consiguiente, Bogotá debe apostar por un modelo de seguridad urbana que mezcle de 
manera adecuada y equilibrada estos tres enfoques. Infortunadamente, la historia de la ciudad 
parece demostrar que el componente esencial de la política de seguridad urbana se ha centrado en 
las técnicas situacional y comunitaria. No existe un enlace entre las políticas urbanas y las 
políticas sociales que permitan coordinar una política más integral de seguridad urbana” (Roux 
C). 
En esta recomendación se está totalmente de acuerdo pero, son iniciativas que deben 
provenir del alto gobierno municipal, puesto que el Gobierno Nacional ya ha marcado las pautas 
y los programas a seguir, falta más iniciativa por las autoridades civiles. 
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Una perspectiva más integral hace necesario, en primer lugar, diseñar e implementar 
instrumentos de información y análisis que permitan construir unas políticas públicas más 
confiables. Bogotá, especialmente en los últimos años ha mostrado falencias en la materia que 
deberían se corregidas con el fin de superar las discusiones sobre las cifras y avanzar hacia la 
construcción de políticas consistentes basadas en datos confiables. Y finalmente, es necesario 
encontrar formas de coordinación con la nación para obtener más recursos para la seguridad de la 
ciudad, que permitan aumentar el pie de fuerza de la policía e invertir en recursos técnicos y 
tecnológicos más aptos para una ciudad de las dimensiones de Bogotá. 
Conclusiones 
- Este ensayo no ha profundizado sobre la problemática de la población desplazada y de los 
desvinculados y reinsertados puesto que el objetivo del mismo ha sido establecer si el flujo de 
estos grupos han incidido de alguna manera, en la inseguridad reinante en las grandes ciudades, 
especialmente  en la capital de la República donde ha sido,  por razones  situacionales del autor 
de la investigación, la forma de percibir más de cerca el fenómeno de la inseguridad, sin olvidar 
naturalmente, que el mismo fenómeno se da en otras ciudades del país.  
- Se hace énfasis en que no todo el flujo de población en éxodo por el conflicto interno, es 
el culpable de la inseguridad en la ciudad, especialmente de los desplazados, puesto que este 
segmento proviene de zonas rurales de donde han sido desalojados por los grupos subversivos y 
narcotraficantes, viven con el temor ante la perspectiva de volver a vivir esta situación. Hay que 
tener presente, además que el desplazamiento no es individual, sino familiar e incluso masivo. Al 
llegar a la ciudad y encontrarse ante una urbe que mira con indiferencia su miseria y angustia, 
puede dar paso a recurrir a formas delictivas como una manera de sobrevivir.  Pero, sobre esto no 
hay nada escrito, se carece totalmente de cifras y de ninguna manera pueden ser señalados como 
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factor de incidencia en la inseguridad urbana. Es posible, que la miseria obligue, especialmente a 
los jóvenes a tomar decisiones equivocadas como una forma de subsistir para él y los suyos. 
-  Otra cosa son los desmovilizados y/o reinsertados, claro que no hay datos concretos en 
qué apoyar una afirmación de esta índole.  Sin embargo, fueron entrenados eficientemente para 
matar, robar, violar y otros crímenes atroces, y no por el hecho de reinsertarse o movilizarse van 
a cambiar las bajas prácticas que aprendieron.  No hay que olvidar que los grupos al margen de la 
ley, dan un entrenamiento sistemático a sus miembros y es difícil olvidar de la noche a la mañana 
estas enseñanzas.  
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